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TRTBUNAL CONSTTTUC TONAL

SALA SEGI]NDA

Excrnos.  Sres.  :

Don Luis L6pez Guerra.

Don Eugenio Díaz Eirni l .

Don Álvaro Rodrlguez Berei jo.

Don José Gabaldón López.

Don Julio D. González Campos.

Don Carl-es Viver i  Pi-Sunyer.
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NUu. REGTSIRO: 27 49 /L992 .

ASIIIiilI0: Recurso de amparo

promovido por don Juan Pascual

Guerin Pulcrano.

SOBRE: Sentencia de Ia Sección

Primera de la Audiencia

Provincial de Alicante que

confirmó en apelación la

pronunciada por el Juzgado de

Io Penal núm. 1 de la misma

ciudad sobre delito de

int rus ismo.

La Salar er la pieza separada de suspensión del re-

curso de amparo formulado por don Juan PascuaL Guerin Pulcrano,

ha decidido dictar el- siguiente

AÜTO

I. ANTECEDENTES

1. Don Juan Antonio Garcia San Miguel y Orueta,

Procurador de los Tribunales, en nombre y representación de don

Juan Pascual Guerin Pu1crano, interpone recurso de amparo con-

tra la Sentencia pronunciada el dfa L4 de octubre de 1992 por

l-a Sección Pri¡nera de la Audiencia Provincial de Alicante' des-

estimatoria del recurso de apelación plant,eado contra ]a dicta-

da por eI Juzgado de 1o Penal núm. l- de la misma ciudad que
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condenó al recurrente como autor de un detito de intrueismo.

2. El recurso t iene su origen en los siguientes an-

tecedentes de hecho:

A) El Juzgado de lo Penal consideró probado que el

demandante, desde el mes de enero de l-989r 8€ dedica profesio-

nalmente en agencia abierta al priblico a actividades de inter-

mediación lucrativa en el mercado irunobiliario sin ser Agente

de la Propiedad Inmobiliaria. En el procedimiento abreviado

iniciad.o a instancias del- Cotegio de Agent,es de la Propiedad

Inmobiliaria, se dictó Sentencia que condenó aI recurrente como

autor de un deli to de intrusismo del art. 321-l-e del Código Pe-

nal a seis meses y un dla de prisión menor, accesorias y

cos tas .

B) InterpuesLo recurso de apelación, centrado en

gue la Sentencia de instancia había efectuado una

interpretación extensiva del tipo y en la vulneración de} art.

L4 C.E., fa Audiencia Provincial desestimó eI mismo y confirmó

la resolución impugnada.

3. La demanda se centra en Ia violación de los si-

guientes derechos fundamentales:

a )  T ras  enunc ia r  e l  a r t .  24 .L  C .E . ,  desa r ro l l a  l as

vulnerac iones contenidas en Los ar ts .  24.2 y  25 C.E.  AI

respecto considera que el demandante ha sido condenado en

virtud de una norma penal en bl-anco (art. 32L Código Penal) con

un dudoso reenvío al Decreto 3248/L989. Las Sentencias

equiparan eI t,itulo exigido para los agentes de la propiedad

inmobiliaria con el título académico, cuando eI Decreto

3248/1989 no exigÍa Litulación académica con 1o que es evidente

que no existfa precepto legal que tipifique eI delito por el

que ha sido condenado. De otra parte, el mencionado Decreto

produce una limit,ación a los derechos reconoci-dos en los arts.

35 y  38 de Ia  C.8. ,  en conexión del  ar t .  36 de la  misma'  ya que
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al establecer este último que la Ley regulará las

peculiaridades del régirnen jurldico de los Colegioe

profesionales se ha producido una derogación del citado Decreto

yt  con éL,  una in f racc ión del  ar t .  38 C.E.  a l  prec isaree una

titulación profesional en el acceso al ejercicio de una

profesión guer en principio, sólo exige la necesaria capacidad

para contratar.

El legislador, en el Decreto mencionado, pret,endió

atribuir como propiasr rro como exclusivas ni como excluyentes,

las funciones de mediación y corretaje a los Agentes, mientras

que la Sentencia parte del presupuesto contrario. Por el lo, 8i

se ha realizado una actividad similar pero no de mediación o

corretaje, no cabe condenar al recurrente si no es infringiendo

eI principio de legalidad.

b) Sost,iene también que se ha infringido el

principio de igualdad porque dos procedimientos iguales en

aplicación del mismo precepto legal ha dado lugar a dos

Sentencias firmes con fallos opuestos. Asf aporta como término

de referencia la Sentencia de la Audiencia Provincial de Toledo

de 17 de diciembre de 1991 que absolvió al acueado en un caao

igual al aquf enjuiciado. Del mismo modo, cita resoluciones de

distintos Juzgados y Audiencias que archivan procesoa seguidos

por hechos idénticos o absuelven por el los.

Consecuencia de todo esto es 1a vulneración del

a r t .  9 .3  en  re lac ión  con  e l -  a r t .  14  C .8 . ,  puesüo  que  según  e l

órgano judicial que haya de resolver el proceso, €1 acusado ob-

tendrá su absolución o condena por los mismos hechos. A mayor

abundamiento, como consecuencia del Tratado de Adbesión a Ia

C.E.E. los súbditos de otros palses comunitarios pueden desa-

rrollar au act,ividad en España sin más requisitos que superar

unas pruebas que son negadas a los españoles que no sean licen-

ciados o diplomadosr €s decir, los españoles gozan en España de

menos derechos que los ciudadanos extranjeros comunitarios.
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Termina pidiendo que se anulen las Sentencias

recurridas y se suspenda la ejecución de las mismas pues de lo

contrario ee le producir lan perjuicios de diffci l  reparación.

4. En providencia de L5 de marzo de l-993, la

Sección Tercera de la SaIa Segunda de este Tribunal acordó

admitir a trámite la presente demanda de amparo Y, por

providencia de la misma fecha, decidió formar la oportuna pieza

para la tramitación del incidente sobre suspensión, asf como

conceder, de acuerdo con Io que determina el art. 56 LOTCr üD

plazo común de t,res dias a la parte recurrente y al t'tinisüerio

tr'iscal para que alegasen lo que esti¡naran pertinente sobre

dicha suspensión.

5. En su escrito registrado el 25 de marzo de

Lgg3, el demandante alega que de no suspenderse la ejecución de

la Sentencia podrÍa ingresar en prisión con 1o 9ü€r en partet

eI cumptfuniento de Ia condena trarla perder Ia finalidad del

amparo. Además se Ie podrla ocasionar un daño a su propia

imagen, a su honor y a su famil iar, Por el contrario,

suspender la ejecución de Ia resolución J:npugnada no

ocasionaria perturbación alguna de los intereses generales ni

de los derechos fundamentales o libertades de un tercero'

Finalmente, apunta a que en asuntos simj-lares el Tribunal

Constitucional ha acordado suspender Ia ejecución de la

Sentencia recurrida. Por las anteriores consideraciones,

solicita que se suspenda }a ejecución de 1as resoluciones

recurridas.

6. En Ia misma fecha, presentó sus alegaciones el

Fiscal. En el las seña1a que en el presente recurso debe se-

guirse el cri terio de suspensión que eI Tribunal Constitucional

ha mantenido en recursos de amparo similares a éste, y cita a

tftulo indicativo los recuraos nr1m. 1633 , L634 y 2O7L/I992 de

Ia SaIa Primera y eI 2069/L992 de Ia Sala Segunda. La razón de

ello obedece a que La ejecución de la pena privativa de liber-

tad y de sus accesorias frustrarl-an Ia f inal idad que eI deman-
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dante persigue a través de1 recurso. En orden a estas razones,
el Fisca1 int,eresa que se acuerde la suspensión.

II. FIJNDA}4ENTOS JURTDICOS

1-.  E l  ar t .  56.1 de la  LOTC establece que la  Sala

que conozca de un recurso de amparo suspenderá, de oficio o a

instancia de parte, la ejecución del acto de los poderes

públicos por raz6n del cual se reclame el amparo

constitucional, cuando la ejecución del mismo puede ocasionar

un perjuicio que haga perder al amparo su finalidad; no

obstante, podrá denegarla cuando de ést,a pueda seguirse

perturbación grave de los intereses generales o de los derechos

fundamentales o l ibertades públicas de un tercero.

2. Esta misma Sala ha tenido ocasión de pronunciar-

se en numerosas ocasiones anteriores sobre Ia suspensión de la

ejecución de Sentencias dictadas en supuestos en los que se so-

metla a nuestra consideración hechos similares al que constitu-

ye objeto de este amparo.  Así  en los AATC L45/ lgg2,  L47/ lgg2 y

L5O/L992 ,  de  25  de  mayo ,  y  en  e l  202 /L99O,  de  6  de  j u l i o  y

lL73/L992 de 16 de noviembre de este mismo año, est,e Tribunal

acordó suspender la ejecución de las Sentencias condenatorias

recafdas en l-os mismos en 1o atinente a las penas privat,ivas de

libertad y accesorias impuestas en elLas.

Las razones expuestas en las resoluciones citadas

avalan que se suspenda la ejecución de la Sentencia que ahora

se nos ha solicitado.

En atención a todo el lo, la Sala acuerda suspender

la ejecución de la Sent,encia de L4 de octubre de L992 de la

Sección Prjmera de La Audiencia Provincial de Alicant,e, recafda

en apelación de La dictada por el Juzgado de 1o PenaL n¡lm. 1 de

la misma ciudad en el procedimiento abreviado 72/1-991-, en 1o
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concerniente a las penas privativas de libertad y accesorias

impueetas a] recurrente. En cuanto a las costasr no procede

acceder a 1a suspensión puesto que su ejecución no genera nin-

gún perjuicio que haga perder a1 amparo su finalidad.

Madrid, diecinueve de abril de mil novecientos

noventa y tres.
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